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2. Prohibición de realizar cualquier tipo de obras o 
efectuar acto alguno que pudiera dañar o perturbar el 
buen funcionamiento de las instalaciones, a una distan-
cia inferior a cinco (5) metros del eje del trazado, a uno 
y otro lado del mismo. Esta distancia podrá reducirse 
siempre que se solicite expresamente y se cumplan las 
condiciones que fije el Órgano competente de la Admi-
nistración.

3. Libre acceso del personal y equipos necesarios 
para poder mantener, reparar o renovar las instalaciones, 
con pago, en su caso, de los daños que se ocasionen.

4. Posibilidad de instalar los hitos de señalización 
o delimitación y los tubos de ventilación, así como rea-
lizar las obras superficiales o subterráneas que sean ne-
cesarias para la ejecución o funcionamiento de las ins-
talaciones.

B) Ocupación temporal, como necesidad derivada 
de la ejecución de las obras que se refleje, para cada finca 
en los planos parcelarios de expropiación y en la que se 
hará desaparecer todo obstáculo. En esta zona se realiza-
rán las obras necesarias para el tendido e instalación de la 
canalización y elementos anexos, ejecutando los trabajos 
u operaciones precisas a dichos fines.

Tres. Para el paso de los cables de conexión y ele-
mentos dispersores de protección catódica.

A) Imposición de servidumbre permanente de paso 
en una franja de terreno de un (1) metro de ancho, por 
donde discurrirán enterrados los cables de conexión. Para 
los lechos dispersores de la protección catódica, la franja 
de terreno, donde se establece la imposición de servi-
dumbre permanente de paso, tendrá como anchura, la 
correspondiente a la de la instalación mas un (1) metro a 
cada lado. Estas franjas estarán sujetas a las siguientes 
limitaciones.

1. Prohibición de efectuar trabajos de arada o simi-
lares a una profundidad superior a cincuenta (50) centí-
metros, así como de plantar árboles o arbustos y realizar 
cualquier tipo de obras, construcción o edificación a una 
distancia inferior a un metro y medio  (1,5) metros a cada 
lado del cable de conexión o del límite de la instalación 
enterrada de los lechos dispersores, pudiendo ejercer el 
derecho a talar o arrancar los árboles o arbustos que hu-
biera a distancia inferior a la indicada.

2. Libre acceso del personal y equipos necesarios 
para poder mantener, reparar o re novar las instalaciones, 
con pago, en su caso, de los daños que se ocasionen.

B) Ocupación temporal, como necesidad derivada 
de la ejecución de las obras que se refleje para cada finca 
en los planos parcelarios de expropiación y en la que se 
hará desaparecer todo obstáculo. En esta zona se realiza-
rán las obras necesarias para el tendido e instalación de la 
canalización y elementos anexos, ejecutando los trabajos 
u operaciones precisas a dichos fines.

Lo que se hace público para conocimiento general 
y especialmente de los propietarios de terrenos y de-
más titulares afectados, cuya relación se inserta al fi-
nal de este anuncio, para que pueda ser examinado el 
Proyecto en este Área de Industria y Energía de la 
Subdelegación del Gobierno en Toledo, C/ La Plata 
n.º 25, 45071 Toledo y se puedan presentar por tripli-
cado, en dicho Centro, las alegaciones que se conside-
ren oportunas en el plazo de 20 días a partir del si-
guiente al de la inserción de este anuncio. Los planos 
parcelarios podrán ser igualmente consultados en el 
Ayuntamiento afectado.

Toledo, 29 de noviembre de 2005.–El Director del 
Área de Industria y Energía, Eduardo Moro Murciélago. 

ANEXO

Relación de bienes y derechos afectados. Ampliación posición F-26. X-1 y acometidas a Centrales de Ciclo Combinado de ACECA

Villaseca de la Sagra (Toledo)

Finca n.º Titular y domicilio 

Afecciones Datos catastrales

Serv
–

(m.l.) 

O. Temp
–

(m2) 

Exp.
–

(m2) 
Pol. Parc.  Naturaleza

        

TO-VS-1-PO Antonio Plaza Martín. Pza. Holanda, 3-1.º B. 45005 Toledo.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 0 0 224 11 10 Labor regadío.

TO-VS-2 Junta de Castilla-La Mancha-Delegación Provincial de Agricultura y Medio Ambiente. Unidad de Vías Pe-
cuarias. C/ Marqués de Mendigorria, 6, 45003 Toledo.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 84 357 0 – – Vía pecuaria.

 Totales  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 84 357 224    

 Mediciones totales:

Número de fincas: 2.
Servidumbre: 84 m.l.
Ocupación: 357 m2.
Pleno: 224 m2. 

Actuaciones

Afecciones totales

Serv.
–

m.l.

Serv.
–

m2

Oc. Temp.
–

m2
P. Dominio N.ª de 

Apys.

      
Instalaciones au-

xi liares  . . . . . 84 256 0 224 0

  Total  . . . . 84 256 0 224 0

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE ANDALUCÍA

 23.065/06. Resolución de 23 de febrero de 2006, 
de la Delegación Provincial en Cádiz de la Con-
sejería de Innovación, Ciencia y Empresa de la 
Junta de Andalucía, por la que se reconoce a 
«Endesa Cogeneración y Renovables Sociedad 
Anónima», la Utilidad Pública en concreto para 
la instalación del Parque Eólico «La Torre I», en 
el término municipal de Tarifa, Cádiz. Expedien-
te AT-4394/98.

Visto el escrito de solicitud formulado por «Endesa, 
Cogeneración y Renovables, Sociedad Anónima».

Antecedentes de hecho

Primero.–Con fecha 16 de mayo de 2005, D. Félix 
Cataño Cataño, en nombre y representación de «Endesa, 

Cogeneración y Renovables Sociedad Anónima», con 
domicilio social en avenida de la Borbolla, 5, 41004, 
Sevilla y domicilio a efectos de notificaciones en calle 
Balbino Marrón, s/n, 2.ª planta, Edificio Viapol, 41018, 
Sevilla, y Código de Identificación Fiscal A-61234613, 
solicitó de esta Delegación Provincial el reconocimiento 
de la utilidad pública en concreto para la instalación del 
parque eólico denominado «La Torre I», situado en el 
término municipal de Tarifa, Cádiz.

Segundo.–Por resolución de fecha 18 de diciembre de 
2000 de la Dirección General de Industria, Energía y 
Minas, se concedió autorización administrativa para la 
implantación de la instalación de generación de energía 
eléctrica «Parque Eólico La Torre I» en el término muni-
cipal de Tarifa.

Tercero.–Por resoluciones de fecha 5 de septiembre 
de 2002 y de 20 de julio de 2005 de la Dirección General 
de Industria, Energía y Minas, se aprobó respectivamente 
el proyecto de ejecución y el reformado del mismo de la 
instalación de referencia.

Cuarto.–De acuerdo con los trámites reglamentarios 
establecidos en el Título VII del Real Decreto 1955/200, 
de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades 
de transporte, distribución, comercialización, suministro 
y procedimientos de autorización de instalaciones de 
energía eléctrica (en adelante RD 1955/2000), se sometió 
el expediente a información pública, insertándose anun-
cio en el Boletín Oficial del Estado número 243 de 11 de 
octubre de 2005, Boletín Oficial de la Junta de Andalucía 
número 169 de 30 de agosto de 2005, Boletín Oficial de 
la Provincia de Cádiz número 181 de 6 de agosto de 
2005, diario «Europa Sur» y Ayuntamiento de Tarifa, 
dándose traslado por plazo de veinte días al Ayuntamien-
to de Tarifa de la solicitud y documento técnico, a fin de 
que se manifestara sobre la procedencia de acceder u 
oposición a lo solicitado, y reiterándose el mismo con 
fecha 10 de agosto de 2005, concediéndole esta vez un 
plazo de diez días; notificándose finalmente a los propie-
tarios con bienes y derechos afectados a fin de que mani-
festaran lo procedente así como aportar los datos oportu-

no a los solos efectos de rectificar posibles errores en la 
relación de afectados.

Quinto.–Que frente al emplazamiento efectuado al 
Ayuntamiento de Tarifa a fin de que se manifestara sobre 
la procedencia de acceder u oposición a lo solicitado, y 
su posterior reiteración, no se ha recibido contestación en 
esta Delegación, por lo que de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 146.1 del Real Decreto 1955/2000 
se entiende que no existe objeción alguna por su parte.

Por otra parte, con fecha 28 de octubre de 2005 tiene 
entrada en esta Delegación escrito de la entidad Albertis 
Telecom, por el que solicita, previa exposición de los 
posibles efectos negativos que pueden derivarse de la 
ejecución de la instalación de referencia en el dominio 
público radioeléctrico, que se requiera a la beneficiaria a 
fin de que realice un estudio específico y detallado con 
objeto de que antes de la instalación del parque eólico se 
conozca el impacto y las soluciones propuestas para evi-
tar las degradaciones que se puedan producir en la cali-
dad de los servicios de televisión recibidos en la zona.

Con fecha 23 de noviembre de 2005 se remitió al soli-
citante el anterior escrito, emplazándole por quince días 
hábiles para que formulara aceptación o reparos que esti-
mase procedentes, recibiéndose respuesta en fecha 12 de 
diciembre de 2005 mediante escrito de alegaciones, ma-
nifestando, en síntesis, que al ser el único objeto del 
anuncio efectuado en el presente expediente la solicitud 
de declaración en concreto de la utilidad pública, a efec-
tos de expropiación forzosa, y al no ser Albertis Telecom 
parte afectada del mismo, sus alegaciones son del todo 
improcedentes, solicitando que no se tengan en cuenta 
las mismas.

Remitido nuevamente el anterior escrito a la entidad 
Albertis Telecom, emplazándole por quince días hábiles 
para que mostrara conformidad o reparos, no se recibe 
respuesta, por lo que de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 147.2 del Real Decreto 1955/2000 se entiende 
que muestra conformidad con las alegaciones de la peti-
cionaria.
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Sexto.–Que durante el período de información pública 
se presentaron alegaciones por parte de los particulares 
que se citan, mostrando disconformidad en los siguientes 
términos:

Juan Barrios Barrios y José Barrios Barrios: que están 
en vías de llegar a un acuerdo con la peticionaria.

Dolores Guirola García: primera, que la peticionaria 
no se ha puesto en contacto con ella a fin de intentar lle-
gar a un acuerdo; y segunda, que parte de los terrenos se 
encuentran en zona clasificada como urbanizable y frente 
al núcleo de población de Zahara de los Atunes.

Francisco Sánchez Varo: primera, que el parque eóli-
co previsto es incompatible con los desarrollos residen-
ciales-turísticos existentes y previstos en la zona afecta-
da; segunda, que asimismo es incompatible con las 
actividades turísticas proyectadas en la zona; y tercera, 
que del mismo modo es incompatible con el régimen del 
suelo previsto en el Plan General de Ordenación Urbana 
vigente en el término de Tarifa.

Rafael Trujillo Guirola: primera, que en la zona se 
encuentran en desarrollo planes urbanísticos incompati-
bles; segunda, que los aerogeneradores producen ruidos; 
y tercera, que el parque se podría instalar en terrenos 
propiedad del Estado que son linderos.

Domingo Trujillo Cabanes: repite las alegaciones 
efectuadas por Francisco Sánchez Varo, que se dan por 
reproducidas.

Antonio Jesús Muñoz de Arcos: que los molinos están 
tan cerca de la población, que aparte de producir un grave 
impacto visual, los ruidos producidos por las maquinas 
irán en aumento.

Agustín Viqueira Túrnez: primera, que no consta en el 
expediente sometido a información pública que haya sido 
sometido a evaluación de impacto ambiental; segunda, 
que existe incompatibilidad con desarrollos residencia-
les, con las actividades turísticas proyectadas en la zona 
así como el régimen del suelo previsto en el plan general 
de ordenación urbana vigente del municipio de Tarifa; 
tercera, que el expediente adolece de nulidad, puesto que 
no contempla el informe preceptivo y vinculante de la 
Administración del Estado establecido en la Disposición 
Adicional Primera de la Ley 6/1998, de Régimen de 
Suelo y Valoraciones, al encontrarse la pretendida insta-
lación afectada por las zonas de seguridad de las distintas 
fincas colindantes que conforman dominio público afec-
to a la Defensa Nacional.

Fernado Ruiz Cabello: primera, que la declaración de 
impacto ambiental referida al proyecto de ejecución del 
parque ha caducado, de conformidad con el artículo 25 
de Decreto 292/1995; y segunda, reitera las alegaciones 
realizadas por Francisco Sánchez Varo, que se dan por 
reproducidas.

Asociación de vecinos «El Almarchal»: primera, que 
la instalación del parque eólico constituiría una irreversi-
ble asfixia medioambiental y una imposibilidad perma-
nente de desarrollo de área proyectada; segunda, que las 
tierras afectadas, esencialmente de cultivo constituyen el 
foco principal de riqueza del área, quedándose en el su-
puesto de instalación del parque eólico sujetas a una hi-
poteca en tiempo y rentabilidad difícilmente recuperable; 
y tercera, que la proximidad de la instalación constituye 
una agresión al ámbito de vida actual de los habitantes de 
los términos afectados, además de las connotaciones re-
lacionadas con la salud pública, de las que no se ha emi-
tido ni obtenido informes públicos que hayan llegado al 
conocimiento de los ciudadanos.

Remitida los anteriores escritos de alegaciones a la 
peticionaria, emplazándole por quince días hábiles para 
que formulara aceptación o reparos que estimase proce-
dentes, se reciben las siguientes respuestas a los correla-
tivos:

Juan Barrios Barrios y José Barrios Barrios: que las 
negociaciones que se realizan con los propietarios de los 
terrenos no impide la continuación del expediente inicia-
do para la consecución de la utilidad pública en concreto 
de la instalación, y que en caso de que se llegara a acuer-
do con estos propietarios se solicitaría de esta Delegación 
Provincial baja en el expediente de utilidad pública y 
expropiación para la parcela en cuestión.

Dolores Guirola García: primera, que se han manteni-
do contactos reiterados con Don Domingo Trujillo Caba-
nes, identificado en todo momento como titular de la 
parcela 67 del polígono 10 de Tarifa, si bien no se ha 
llegado hasta la fecha a culminar en acuerdo entre ambas 

partes; y segunda, que se está tramitando la correspon-
diente licencia de obras en el Ayuntamiento de Tarifa y 
que será dicha entidad la que manifiesta la adecuación de 
la instalación a su Plan General de Ordenación Urbana, 
instalación que por otra parte cumple con las exigencias 
del Plan Especial de Recursos Eólicos de Tarifa.

Francisco Sánchez Varo: primera, que el parque eóli-
co de referencia está situado en una zona calificada como 
apta dentro del Plan Especial de Ordenación de las insta-
laciones eólicas de Tarifa, habiéndose obtenido con fe-
cha 10 de agosto de 2005 informe urbanístico favorable 
de la Delegación Provincial de Cádiz de la Consejería de 
Obras Públicas y Transportes, según lo previsto en la Ley 
de Ordenación Urbanística de Andalucía; segunda, que la 
generación de energía eléctrica es un bien de uso público 
y aunque sean empresas privadas las que promuevan esta 
generación están amparadas por la Ley 54/1997, del Sec-
tor Eléctrico y por el Decreto 1955/2000; tercera, que el 
terreno afectado tiene la consideración de terreno no ur-
banizable y que el alegante no posee en propiedad ningu-
na de las parcelas afectadas por el parque eólico de refe-
rencia y no presenta el poder por el que representa a las 
asociaciones explotadores colindantes.

Rafael Trujillo Guirola: primera, que el parque eólico 
proyectado reúne todos los requisitos legales en cuanto a 
condicionantes urbanísticos para su construcción; segunda 
que asimismo posee declaración de impacto ambiental fa-
vorable emitido por la Delegación Provincial de Medio 
Ambiente en Cádiz en el que se contemplan las medidas 
correctoras necesarias para minimizar sus efectos sobre el 
medio ambiente, incluyendo las correspondientes a la 
contaminación acústica; y tercera, que en la generación de 
energía eléctrica procedente de energías renovables debe 
prevalecer el beneficio público antes que el privado.

Domingo Trujillo Cabanes: se responde con los mis-
mos argumentos que los empleados con anterioridad a las 
alegaciones efectuadas por Francisco Sánchez Varo, que 
se dan por reproducidas.

Antonio Jesús Muñoz de Arcos: que el alegante no es 
propietario de los terrenos afectados por el parque eólico 
proyectado, de forma que sus alegaciones no están basa-
das en las limitaciones contempladas en el Real Decreto 
1955/2000.

Agustín Viqueira Túrnez: se reproducen básicamente 
los argumentos expuestos con anterioridad, a los que nos 
remitimos para evitar reiteraciones.

Fernando Ruiz Cabello: primera, que si bien la decla-
ración de impacto ambiental se produjo en mayo de 
2000, esta declaración no está caducada debido a las ac-
tuaciones después realizadas, consistentes en solicitud a 
la Delegación Provincial de Medio Ambiente en Cádiz 
de modificación de las máquinas contempladas en la de-
claración de impacto ambiental, y autorizada por la cita-
da Delegación en mayo de 2003, y solicitud en mayo de 
2005 a la misma Delegación la ubicación de dos aeroge-
neradores más sin sobrepasar la potencia asignada y que 
fue autorizada con fecha 5 de julio de 2005; y segunda, 
que los parque eólicos en general, por su novedad, son ya 
de por sí una atracción turística. Asímimo, se contesta al 
resto de las alegaciones con los argumentos y a expuestos 
hasta este punto, que se dan por reproducidos.

Asociación de vecinos «El Almarchal»: primera, que 
ninguno de los firmantes es propietario de los terrenos; y 
segunda, respecto del resto de alegaciones se repiten los 
argumentos efectuados hasta el momento, que damos por 
reproducidos.

Trasladadas a los particulares las anteriores respuestas 
de la peticionaria a sus respectivos escritos de alegaciones, 
y emplazándoles nuevamente por quince días hábiles para 
que mostraran conformidad o reparos, se recibe respuesta 
en los términos que se exponen, de los siguientes:

Dolores Guirola García: primera, que no mantiene 
ningún contacto con su cuñado don Domingo Trujillo 
Cabanes, con el que no comparte ninguna propiedad; se-
gunda, que nunca ha existido contacto alguno ni oferta 
por parte de la peticionaria, de los que se considera com-
partidos; y tercera, que los terrenos se encuentran clasifi-
cados en parte como urbanizables, existiendo una opción 
de compra por parte de una inmobiliaria; solicitando fi-
nalmente plano de emplazamiento de la superficie que se 
pretende expropiar.

Rafael Trujillo Guirola: primera, que el parque eólico 
es incompatible con los desarrollos residenciales-turísti-
cos existentes y previstos en la zona afectada; segunda, 

que asimismo es incompatible con las actividades turísti-
cas proyectadas en la zona; y tercera, que del mismo 
modo es incompatible con el régimen del suele previsto 
en el Plan General de Ordenación Urbana vigente en el 
término de Tarifa.

A las anteriores alegaciones responde la peticionaria 
con los siguientes argumentos:

Dolores Guirola García: primera, que ha mantenido 
conversaciones con Don Domingo Trujillo Cabanes que 
en el Registro Catastral la parcela 67 del polígono 10 de 
Tarifa figura a nombre del citado señor, adjuntando copia 
del asiento registral; segunda, que igualmente se han 
mantenido conversaciones con el hijo de Dolores Guirola 
García; y tercera, que el parque eólico proyectado se en-
cuentra ubicado en terrenos considerados aptos para este 
tipo de instalaciones, de acuerdo con el Plan Eólico de 
Tarifa. Finalmente se adjunta plano del parque eólico 
donde se queda claramente reflejada la ubicación de la 
parcela 67 del polígono 10, con las servidumbres que se 
pretenden establecer, para que sea remitida a Doña Dol-
res Guirola García, y poder aclarar su titularidad.

Rafael Trujillo Guirola: primera, que el parque eólico 
de referencia está situado en una zona calificada como 
apta dentro del Plan Especial de Ordenación de las insta-
laciones eólicas de Tarifa, habiéndose obtenido con fe-
cha 10 de agosto de 2005 informe urbanístico favorable 
de la Delegación Provincial en Cádiz de la Consejería de 
Obras Públicas y Transportes, según lo previsto en la Ley 
de Ordenación Urbanística de Andalucía; segunda, que 
este parque posee declaración de impacto ambiental fa-
vorable emitida por la Delegación Provincial de Medio 
Ambiente en Cádiz en el que se contemplan medidas 
correctoras necesarias para minimizar sus efectos sobre 
el medio ambiente, no encontrándose en la zona de la 
Janda y que por lo tanto, no está contemplada la limita-
ción que pueda existir en dicha zona; y tercera, que la 
generación de energía eléctrica es un bien de uso público 
aunque sean empresas privadas las que promuevan esta 
generación están amparadas por la Ley 54/1997, de Sec-
tor Eléctrico y por el Decreto 1955/2000.

Séptimo.–Con fecha 16 de noviembre de 2005 tiene 
entrada en esta Delegación escrito de la peticionaria por 
el que se solicita de la Delegación Provincial de Medio 
Ambiente que certifique que con relación al parque eóli-
co de referencia no opera la caducidad regulada en el ar-
tículo 25.7 del Decreto 292/1995, de 12 de diciembre, 
por el que se aprueba el Reglamento de Evaluación de 
Impacto Ambiental de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía.

En respuesta a la anterior solicitud, con fecha 15 de 
febrero de 2006 la Delegación Provincial en Cádiz de la 
Consejería de Medio Ambiente emite informe por el que 
se entiende que la declaración de impacto ambiental de 
fecha 31 de mayo de 2000, relativa al proyecto de insta-
lación del parque eólico de referencia, continúa siendo 
válida y no se ha producido la caducidad a la que se refie-
re el artículo 25.7 del Decreto 292/1995.

Octavo.–Con fecha 17 de febrero de 2006 se remite a 
«Permitting sociedad Limitada», empresa gestora de los 
trámites administrativos, escrito solicitando la siguiente 
documentación: informe urbanístico favorable de la Con-
sejería de Obras Públicas y Transporte y certificado de 
ampliación de plazo de la declaración de impato ambien-
tal por la Delegación Provincial de Medio Ambiente en 
Cádiz; requerimiento que ha sido debidamente cumpli-
mentado por la Gestora.

Fundamentos de Derecho

Primero.–Esta Delegación Provincial es competente 
para el reconocimiento de utilidad pública en concreto de 
la instalación del parque eólico de referencia, según lo 
dispuesto en los Reales Decretos 1091/1981, de 24 de 
abril y 4164/1982, de 29 de diciembre,sobre traspaso de 
funciones y servicios de la Administración del Estado a 
la Junta Andalucía en materia de Industria, Energía y 
Minas, así como los Decretos de Presidencia de la Junta 
de 11/2004, de 14 de abril, sobre reestructuración de 
consejerías y 201/2004, de 11 de mayo, sobre reestructu-
ración de las Delegaciones Provinciales así como en la 
Resolución de 23 de febrero de 2005 (Boletín Oficial de 
la Junta de Andalucía número 59, de 28 de marzo de 
2005), de la Dirección General de Industria, Energía y 
Minas, por la que se delega competencias en materia de 
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instalaciones eléctricas en las Delegaciones Provinciales 
de Innovación, Ciencia y Empresa.

Segundo.–Se han cumplido los trámites reglamenta-
rios establecidos en el Título VII del Real Decreto 1955/
2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las activi-
dades de transporte, distribución, comercialización, su-
ministro y procedimientos de autorización de instalacio-
nes de energía eléctrica, en desarrollo de la Ley 54/1997, 
de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico.

Tercero.–Que la declaración de utilidad pública es el 
presupuesto de la operación expropiatoria y no un mero 
trámite, razón por la cual la Ley de Expropiación Forzosa 
de 1954 de 16 de diciembre, en sus artículos 1.º y 9.º, en 
relación con el artículo 33 de la Constitución Española de 
1978, establecen dicha declaración como imprescindible 
en todo procedimiento expropiatorio.

Cuarto.–Establece la disposición adicional séptima, 
punto 3, de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Orde-
nación Urbanística de Andalucía, añadida por el artículo 
164 de la Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por la que se 
aprueban medidas fiscales y administrativas, que las ac-
tuaciones indicadas en el párrafo primero (actos de cons-
trucción o instalación de infraestructuras, servicios, dota-
ciones o equipamientos vinculados a la generación 
mediante fuentes energéticas renovables acogidos al Plan 
Energético de Andalucía 2003-200») requirirán, además 
de las autorizaciones que procedan con el resto de las 
normas de aplicación, el otorgamiento de la correspon-
diente licencia urbanística municipal, previo informe de 
la Consejería competente en materia de urbanismo.

Quinto.–Las alegaciones efectuadas por los particula-
res afectados deben ser rechazadas por cuanto se han 
cumplido todos los trámites exigidos por la Ley 54/1997, 
de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, Título VII del 
Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se 
regulan las actividades de transporte, distribución, co-
mercialización, suministro y procedimientos de autoriza-
ción de las instalaciones de energía eléctrica, y demás 
normativa de aplicación. En particular, se desestiman por 
los siguientes motivos:

La instalación de generación de energía eléctrica 
«Parque Eólico La Torre I», dispone de autorización ad-
ministrativa y aprobación de proyecto de ejecución.

El parque eólico de referencia está situado en una 
zona calificada como apta dentro del Plan Especial de 
Ordenación de las instalaciones eólicas de Tarifa, no ha-
biéndose emitido por parte de ese ayuntamiento informe 
alguno de oposición a la declaración en concreto de utili-
dad pública de la citada instalación.

Con fecha 10 de agosto de 2005 la Consejería de 
Obras Públicas y Transportes emite informe por el que 
concluye que el proyecto presentado cumple con la nor-
mativa de aplicación del Plan Especial de las Instalacio-
nes Eólicas de Tarifa.

La generación de energía eléctrica es un bien de uso 
público y aunque sean empresas privadas las que pro-
muevan esta generación están amparadas por la Ley 
54/1997, del Sector Eléctrico y por el Real Decreto 
1955/2000.

Existe declaración de impacto ambiental favorable 
emitida por la Delegación Provincial de Medio Ambiente 
en Cádiz de fecha 31 de mayo de 2000, en la que se con-
templan las medidas correctoras necesarias para minimi-
zar sus efectos sobre el medio ambiente.

Con fecha 15 de febrero de 2006 la Delegación Pro-
vincial en Cádiz de la Consejería de Medio Ambiente 
emite informe por el que se entiende que la declaración 
de impacto ambietal de fecha 31 de mayo de 2000, rela-
tiva al proyecto de instalación del parque eólico de refe-
rencia, continúa siendo válida y no se ha producido la 
caducidad a la que se refiere el artículo 25.7 del Decreto 
292/1995, por el que se aprueba el Reglamento de Eva-
luación de Impacto Ambiental de la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía.

De conformidad con los artículos 144 y 145 del Real 
Decreto 1955/2000 sólo podrán realizar alegaciones las 
personas físicas o jurídicas titulares de bienes derechos 
afectados por el procedimiento de expropiación forzosa. 
Asimismo, las negociaciones que se realizan con los 
propietarios de los terrenos no impide la continuación del 
expediente iniciado para la consecución de la utilidad 
pública en concreto de la instalación.

En la generación de energía eléctrica procedente de 
energías renovables debe prevalecer el beneficio público 
antes que el privado.

Vistos los preceptos legales citados y demás de gene-
ral aplicación, esta Delegación Provincial, a propuesta 
del Servicio de Industria, Energía y Minas resuelve:

Declarar la Utilidad Pública en concreto de la instala-
ción de generación de energía eléctrica «Parque Eólico la 
Torre I», a los efectos de expropiación forzosa, lo que 
lleva implícita la necesidad de ocupación de los bienes o 
de adquisición de los derechos afectados, e implicará la 
urgente ocupación de los mismos de acuerdo con el ar-
tículo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa.

El procedimiento expropiatorio se tramitará por esta 
Delegación Provincial. 

Segundo.–Antes de proceder a la puesta en servicio de 
la instalación en cuestión se deberá tener en cuenta lo si-
guiente:

1. Esta autorización se otorga a reserva de las demás 
licencias o autorizaciones necesarias de otros Organis-
mos, y solo tendrá validez en el ejercicio de las compe-
tencias atribuidas a esta Delegación.

2. Las obras deberá realizarse de acuerdo con el 
proyecto presentado y con las variaciones que, en su caso 
se soliciten y autoricen.

3. El plazo de puesta en marcha será de dos años 
contando a partir de la notificación de la presente resolu-
ción.

4. El titular de la citada instalación dará cuenta de la 
terminación de las obras a esta Delegación Provincial, a 
efectos de reconocimiento definitivo y emisión de la co-
rrespondiente acta de puesta en servicio.

5. Se cumplirán las condiciones técnicas y de segu-
ridad dispuestas en los Reglamentos vigentes que le son 
de aplicación durante la ejecución del proyecto y en su 
explotación.

6. La Administración dejará sin efecto la presente 
resolución en cualquier momento en que observe el in-
cumplimiento de las condiciones impuestas en ella. En 
tales supuestos, la Administración, previo el oportuno 
expediente, acordará la anulación de la autorización con 
todas las consecuencias de orden administrativo y civil 
que se derive, según las disposiciones legales vigentes.

7. El titular de la instalación tendrá en cuenta, para 
su ejecución, el cumplimiento de los condicionamientos 
que han sido establecidos por Administraciones, orga-
nismos, empresas de servicio público o de interés gene-
ral, los cuales han sido trasladados al titular de la insta-
lación.

Contra la presente Resolución, que no pone fin a la 
vía administrativa, podrá interponer Recurso de Alzada, 
ante el Ilustrísimo Consejero de Innovación, Ciencia y 
Empresa, en el plazo de un mes contado a partir del día 
siguiente de su notificación, de conformidad con lo es-
tablecido en el artículo 115.1 de la Ley 30/1992 de 26 
de noviembre, Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Co-
mún, en su neva redacción dada por la Ley 4/1999, de 
13 de enero.

Cádiz, 23 de febrero de 2006.–La Delegada Provin-
cial, Angelina María Ortiz del Río. 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE CANTABRIA

 20.805/06. Resolución de la Dirección General de 
Industria de la Consejería de Industria, Trabajo y 
Desarrollo Tecnológico de la Comunidad Autó-
noma de Cantabria de aprobación del proyecto de 
ejecución y autorización de construcción de ins-
talación eléctrica de alta tensión sometida a Eva-
luación de Impacto Ambiental y de declaración 
de su Utilidad Pública. Expediente AT-107-05.

La Empresa Electra de Viesgo Distribución, S. L., con 
domicilio social en la C/ El Medio, n.º 12, de Santander, 
ha solicitado ante la Dirección General de Industria de la 
Consejería de Industria, Trabajo y Desarrollo Tecnológi-
co, la autorización administrativa y la declaración en 

concreto de utilidad pública de la instalación eléctrica 
siguiente: «Subestación de Riaño 55/12 kV».

En cumplimiento de los trámites que establece el ar-
tículo 31 del Decreto 50/1991, de 29 de abril (B.O.C. del 
14-5-91), de Evaluación de Impacto Ambiental para Can-
tabria, y del artículo 10 del Decreto 6/2003, de 16 de enero 
(B.O.C. de 29-1-03), la solicitud mencionada ha sido so-
metida a un período de información pública, mediante el 
anuncio publicado en el Boletín Oficial de Cantabria, nú-
mero 191, de 5 de octubre de 2005, en el Boletín Oficial 
del Estado, número 240, de 7 de octubre de 2005, y en el 
periódico «El Diario Montañés», de 6 de octubre de 2005.

Paralelamente al trámite de información pública, se ha 
practicado la notificación individual al titular afectado 
por la instalación eléctrica de referencia para que pueda 
formular las alegaciones procedentes así como al Ayun-
tamiento de Santillana del Mar.

En la fase de información pública no se formularon 
alegaciones,

Cumplidos los trámites administrativos establecidos 
en la Ley 54/1997, en el Título VII del Real Decreto 
1955/2000, en el Decreto 6/2003, en la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común y demás normas de legal y vigente aplicación,

Visto que de acuerdo con lo que dispone el Real De-
creto 1903/1996, de 2 de agosto y el Decreto 99/1996, de 
26 de septiembre, la competencia para autorizar instala-
ciones eléctricas provinciales corresponde a la Dirección 
General de Industria,

Visto el informe favorable del Servicio de Energía, 
resuelvo:

Primero.–Aprobar el proyecto de ejecución y autori-
zar a la empresa Electra de Viesgo Distribución, S. L., la 
construcción de la instalación eléctrica «Subestación de 
Riaño 55/12 kV», con las características técnicas si-
guientes: La Subestación denominada «Se Riaño» estará 
compuesta por dos sistemas de tensión. Un sistema de 55 
kV de intemperie de doble barra en formación UI, con 
dos posiciones de línea y una posición de transformador 
de potencia además de los transformadores de medida de 
barras. La instalación estará preparada para una futura 
ampliación de hasta seis posiciones de línea, una de 
transformación y un cierre de barras. La aparamenta esta-
rá compuesta tanto por equipos convencionales como 
con equipos compactos con aislamiento en SF6. Un siste-
ma de 12 kV situado en el interior de un edificio, con 
configuración de doble barra, con once posiciones de lí-
nea, dos posiciones de reserva, una posición de transfor-
mador, una posición de Servicios Auxiliares y una posi-
ción de medida y una celda de unión de barras. La 
aparamenta de este sistema está dispuesta en celdas mo-
dulares, blindadas de aislamiento en SF6.

El transformador de 55/12 kV de 20 MVA se instalará 
en intemperie, quedando la instalación dotada para un 
futuro segundo transformador de similares característi-
cas.

Situación: Santillana del Mar.

Con arreglo a las condiciones que siguen:

Primera: La citada instalación se ajustará al proyecto 
antes indicado, no pudiendo introducirse variación algu-
na en el mismo sin la previa autorización de esta Direc-
ción General.

Segunda: La instalación cumplirá las condiciones es-
tablecidas en los Reglamentos técnicos aplicables.

Tercera: Serán de plena responsabilidad del autor del pro-
yecto los cálculos, planos y especificaciones del mismo.

Cuarta: Tanto durante la ejecución de la instalación, 
como durante su explotación, estará bajo la inspección y 
vigilancia de esta Dirección General.

Quinta: La instalación se ejecutará por cuenta y riesgo 
del titular, el cual responderá de cuantos daños y perjui-
cios pudieran causarse con motivo de la misma.

Sexta: El titular de las citadas instalaciones dará cuen-
ta de la terminación de las obras al Servicio de Energía de 
esta Dirección General, a efectos de realizar las compro-
baciones técnicas que se consideren oportunas y exten-
sión del acta de puesta en servicio.

Séptima: El Titular de la instalación tendrá en cuenta, 
para su ejecución, el cumplimiento de los condicionados 
establecidos, en su caso, por los organismos afectados.

Octava: La instalación se ejecutará en un plazo de seis 
meses, pudiendo solicitar el peticionario, por razones 
justificadas, prórrogas de dicho plazo.


